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nuestro Código penal) no se daría la pérdida de la condición de funcionario, 
sino sólo la del cargo o puesto sobre que recayera la condena. 

Finalmente si la pena de inhabilitación especial se impusiera con dura-
ción superior a 3 años y sin exceder los 6, acarrearía la pérdida del puesto o 
cargo; pero en cuanto a la privación de la condición de funcionario, el Go-
bierno decidiría a la vista de todas las circunstancias objetivas y personales del 
caso. Es algo parecido a lo previsto en el artículo 37 apartado 4 de la ley de 
1964, modificada en 1996. 

Para todo esto habría que retocar el apartado 2 del artículo 37 de dicha 
ley de 1964, amén de derogar expresamente el extraño apartado 4 del artículo 
50 de la misma ley. Así se obraría con más justicia al tratar de forma desigual 
lo que ciertamente no es igual. Y la gradación que se propone se adecuaría 
más al principio de proporcionalidad tan vinculado a la justicia. 

II. DERECHOS Y LIBERTADES 

A. Derechos fundamentales y libertades públicas. 

1. Sentencia 53/2004, de 15 de abril (BOE de 18 de mayo). Ponente: Jiménez 
Sánchez (Cuestión de inconstitucionalidad). 

Preceptos constitucionales: 14; 41. 

otros: 

Objeto: DA segunda, párrafo segundo, del RDL 1/1994, de 20 de junio, por el 
que se aprueba el TR de la LGSS. 

Materias: Principio de igualdad ante la ley: exclusión de los trabajadores fijos 
discontinuos del seguro por desempleo 

Para afrontar la cuestión planteada, trae a colación el TC su doctrina acer-
ca del principio de igualdad ante al ley (STC 144/1988), mediante la cual 
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en aplicación de este principio se prohíbe al legislador configurar supues-
tos de hecho de la norma de tal modo que se produzca un trato distinto a 
personas que desde todos los puntos de vista legítimamente adoptables se 
encuentre en la misma situación. O lo que es lo mismo, impidiendo que se 
otorgue relevancia jurídica a circunstancias que no pueden ser tomadas en 
consideración por venir prohibidas por la CE o bien no guardan relación al-
guna con el sentido de la regulación que, al incluirlas, incurre en arbitrariedad y es 
por eso discriminatoria. Se continúa afirmando que el juicio de igualdad es re-
lacional (SSTC 181/2000; 148/1986) solo una vez verificados los presu-
puestos que la suponen resultará procedente entrar a analizar la licitud de 
la medida (STC 200/2001). La diferencia de tratamiento entre trabajadores 
se produce entre los que pueden ser beneficiarios del subsidio por desem-
pleo para mayores de 52 años y la de los fijos discontinuos que quedan ex-
cluidos como posibles beneficiarios de tal subsidio, siendo la cuestión a di-
lucidar la de si ese tratamiento diferenciado es o no rechazable. Se trata de 
trabajadores afiliados a un mismo régimen de seguridad social y respecto de 
una misma contingencia, de modo que no resulta de aplicación la doctrina 
constitucional de que no cabe comparar aisladamente el marco jurídico de 
prestaciones de diversos regímenes. De otra parte la CE permite una dife-
rente protección en atención a las causas que originan las situaciones de ne-
cesidad, no siendo ilegítimo ni irracional tomar en consideración estos fac-
tores para establecer regímenes jurídicos diversos. La diferente modalidad 
de la relación contractual será el factor determinante de la exclusión. La 
norma cuestionada puede conferir a los trabajadores fijos discontinuos, en 
razón de la naturaleza o modalidad de su relación contractual, un trato dis-
tinto al dispensado al resto de los trabajadores. La pregunta será si la de si 
ese tratamiento diferente puede o no vulnerar el art. 14 CE. En el trabaja-
dor fijo discontinuo se producen dos situaciones diversas de desempleo: la 
pérdida del trabajo objeto del contrato y la de ausencia de efectiva ocupa-
ción entre los períodos de actividad. La primera se regirá por las reglas ge-
nerales, no así la segunda, por obvias razones. Mientras el trabajador fijo dis-
continuo mantenga esa condición no puede ser calificado de desempleado, 
sino una persona vinculada por un contrato laboral vigente, en situación de 
seguir causando derecho a nuevos períodos de cobertura, por lo que en el 
presente caso no cabe apreciar la existencia de un adecuado y válido térmi-
no de comparación, ni, por consiguiente, vulneración del principio de 
igualdad del art. 14 CE. 

2. Sentencia 78/2004, de 29 de abril (BOE de 28 de mayo). Ponente: Vives An-
tón (Cuestión de inconstitucionalidad). 

Preceptos constitucionales: 9.2; 14; 41 

otros 

Objeto: Art. 143.2 LGSS, TR aprobado por el RDL 1/1994, de 20 de junio. 

Materias: Principio de igualdad ante la Ley. Seguridad Social. Igualdad efectiva. 

La norma cuestionada al establecer un límite de edad para tener ciertos de-
rechos a pensión de jubilación, puede infringir el principio de igualdad ya 
que impide declarar gran inválido a quien encontrándose en la situación 
descrita en el art. 137.6 LGSS y habiendo sido declarado anteriormente en 
situación de incapacidad permanente absoluta, hubiera cumplido la edad 
de 65 años. Se recuerda por el TC que la constitucionalidad del art. 143.2 
LGSS desde la perspectiva del 14 CE ya ha sido resuelta por el TC en su STC 
197/2003. Se concluirá que no existe vulneración del art. 14 trayendo a co-
lación las consideraciones esenciales del FJ 5 STC 197/2003, a cuyo tenor, 
el precepto cuestionado establece un diferente trato por razón de una di-
versa y preexistente posición o condición jurídica de los potenciales intere-
sados. No es la edad aislada y selectivamente considerada la que desencade-
na el proceso de diferenciación. Sino en cuanto ésta implica la línea de se-
paración entre dos grupos de personas, a su vez, en situaciones laborales di-
ferente. La incapacidad permanente y la jubilación tienen razones y funcio-
nes claramente diferenciadas. La invalidez resultará ser excepcional, la ju-
bilación aparece como la terminación común y general de la vida laboral. 
Dos situaciones diferenciadas, dos marcos distintos de protección. Como ya 
se dijo en la STC 11671991, las situaciones de vejez y la de invalidez son dis-
tintas, de ahí que puedan recibir un diferente tratamiento legal (65/1987; 
134/1987; 97/1990). Estas deben considerarse objetivamente justificadas y 
superan el juicio de proporcionalidad sobre la relación existente entre la 
medida adoptada, el resultado producido y la finalidad pretendida, ya que 
la identidad de situaciones y de fundamento de la cobertura no existe de 
partida en modo alguno. Se aprecia una clara heterogeneidad de situacio-
nes jurídicas que justifican el trato diferenciado, sin que exista, por tanto, 
vulneración del art. 14 CE. 

VI. ORGANIZACIÓN TERRITORIAL DEL ESTADO 

A. Comunidades Autónomas. 

B.2. Competencias. 

1. Sentencia 47/2004, de 25 de marzo (BOE de 23 de abril). Ponente: García 
Manzano (Recurso de inconstitucionalidad). 

Preceptos constitucionales: 149.1.6. 
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otros: 

Objeto: Ley 11/1993, de 13 de julio, del Parlamento de Galicia, reguladora del 
recurso de casación en materia de Derecho civil especial. 

Materias: Legislación especial: competencias. 

Se cuestiona la competencia de la Comunidad Autónoma para legislar en 
relación con esta competencia en atención a lo dispuesto en el art. 149.1.6 
CE que la considera de la exclusiva del Estado; se entiende por los repre-
sentantes de la Comunidad Autónoma que tal disposición encuentra su ple-
na cobertura en el art. 27.5 EAG. Se trataría de hacer viable mediante la 
mencionada ley gallega el acceso al recurso de casación ante el TSJG. Plan-
teada así la cuestión, se trata de determinar si la competencia reservada al 
Estado en el art. 149.1.6 CE como exclusiva, es plena y absoluta o, por el 
contrario, se permite un espacio de normación a las Comunidades Autóno-
mas que se ha concretado en la de Galicia en el art. 27.5 EAG. Desde el pun-
to de vista metodológico se trata de determinar las premisas en que ha de 
descansar el entendimiento del único canon de constitucionalidad en rela-
ción con esta cuestión que no puede ser otro sino el art. 149.1.6 CE. Las es-
pecialidades acerca de las que la Comunidad Autónoma adquiere la exclu-
siva competencia no son otras que el desarrollo de su derecho especial y los 
modos en que éste se articule procesalmente hablando. El TC recuerda su 
doctrina (STC 71/1982; 173/1998) a tenor de la cual la mera reiteración de 
reglas procesales generales en la legislación autonómica no hace buena, sin 
más, tales previsiones, sin que se deba extender esta admonición jurispru-
dencia) a aquellos supuestos en los que la reiteración simplemente consista 
en incorporar a la normativa autnonómica determinados prceptos del or-
denamiento procesal general con la sola finalidad de dotar de inteligibili-
dad al texto autonómico aprobado. El art. 1 de la Ley autonómica contro-
vertida no trata de introducir especialidades en el recurso de casación pro-
cesal civil foral, sino de reproducir la regulación procesal que de la casación 
se contiene en la LEC, de ahí que se considere que ninguna de sus aspec-
tos encuentre respaldo competencial desde la perspectiva del art. 149.1.6 
CE y en la medida en que éstas no surgen como derivación o consecuencia 
de peculiaridad alguna del Derecho civil gallego, por lo que se consideran 
inconstitucionales los apartados b) y c) del art. 1. Por lo que respecta al 
apartado a), la cuestión se centra en determinar si la ampliación del recur-
so de casación ante el TSJG en relación con las sentenciad dictadas por los 
juzgados de Primera Instancia obedece al mismo esquema de formación au-
tonómica consistente en reproducir la legislación estatal, sin que constituya 
especialidad procesal derivable del Derecho civil foral) o especial gallego. 
Tampoco se antoja dentro de la competencia autonómica las referencias 
que se encuentran en el mencionado apartado 1 a la excepción de cosa juz- 

gada y a la cuantía litigiosa; la primera por cuanto no se trata de una au-
téntica especialidad procesal que legitime la legislación autonómica al res-
pecto; la segunda presenta perfiles menos inequívocos, se trata de determi-
nar si la eliminación del requisito de la cuantía litigiosa o summa gravaminis 
para acceder a la casación civil gallega encuentra acomodo competencial en 
el art. 27.5 EAG, desde la perspectiva del art. 149.1.6 CE, es decir, que se tra-
te de particularidades del derecho especial de la Comunidad Autónoma, al 
tiempo que habrá que determinar la función y finalidad que persigue este 
reurso extraordinario enderezado a construir la jurisprudencia sobre el de-
recho foral gallego. Se considera que el derecho que se trata de configurar 
se funda en cuestiones, por esencia, casi, de pequeñísima cuantía, propio de 
una sociedad eminentemente agraria, de modo que si se aplicase el criterio 
de una cuantía mínima para el acceso a la casación los derechos de los liti-
gantes sobre materias de derecho civil foral gallego podrían verse seria-
mente afectados. Al tiempo que se impediría la formación de una unifor-
midad doctrinal al impedirse de facto que el TSJG conociera de estas cues-
tiones con el consiguiente riesgo de criterios dispares de las diversas Au-
diencias en torno a una misma institución de derecho gallego lo que impo-
sibilitaría esa unificación efectiva por la vía jurisprudencial que es una de las 
funciones que la institución controvertida tiene atribuida. Existe, por tanto, 
la conexión o vinculación directa entre las particularidades del derecho ga-
llego y la especialidad procesal establecida, encontrando adecuada justifica-
ción constitucional en la competencia reconocida a dicha Comunidad Au-
tónoma; no se declara inconstitucional este inciso. Por lo que se refiere al 
art. 2 convendrá distinguir las consideraciones en relación con sus dos apar-
tados. El primero de ellos parece que no incorpora especialidad alguna que 
venga exigida por el derecho foral gallego, lo que conduce a declarar su in-
constitucionalidad en aplicación de la doctrina que le sirve de pauta meto-
dológica al TC, en esta Sentencia. Mediante el segundo apartado se preten-
de ampliar los supuestos de casación, basado ahora, éste segundo, en el des-
conocimiento por el juzgador de hechos notorios que supongan infracción 
del uso o costumbre aplicable para resolver el caso litigioso. La especialidad 
radicaría en considerar como infracción fundamentadora del recurso, la 
eventualmente cometida respecto de los usos o costumbres que derivándo-
se de hechos notorios sean invocables y decisivas para la resolución del liti-
gio. Considera el TC el carácter marcadamente consuetudinario del dere-
cho civil foral gallego y en él encuentra el fundamento de la norma especial 
procesal que analiza por considerar que ello contribuye, además, a la fija-
ción y reconocimiento del Derecho consuetudinario, cuando sea insoslaya-
ble para la resolución del litigio. Por estas razones ni menoscaba ni invade 
esta norma procesal el precepto constitucional constitutivo del canon de 
constitucionalidad que se encuentra recogido en el art. 149.1.6 CE. Otro 
tanto hay que declarar en relación a la dispensa de la prueba de aquellos as-
pectos notorios del derecho consuetudinario que funden la pretensión sus-
tantiva, en cuanto se aprecia asimismo la relación entre la especialidad sus- 
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tantiva y la norma procesal que posibilita su articulación. El art. 3 de la con-
trovertida norma tanto si supone una mera reiteración de la ley estatal co-
mo si introduce una novedad, está en todo caso fuera de la competencia del 
legislador autonómico por lo que si entrar en ulteriores consideraciones se 
declara inconstitucional. Por lo que se refiere a las costas procesales a que 
se refiere el art. 4, se pone en cuestión la especialidad sustantiva a la que res-
ponda. Se llega a la conclusión de que no se ha justificado el nexo necesa-
rio entre la especialidad sustantiva y la procesal concluyendo que también 
en esta previsión normativa la ley autonómica es inconstitucional, por inva-
sión de la competencia del 149.1.6 CE. En la medida de que no se ha de-
clarado la total inconstitucionalidad de la norma, no procede sólo por ello 
que ésta alcance a las normas de derecho intertemporal allí contenidas, 
manteniendo pleno significado tanto la de entrada en vigor de la ley con-
trovertida, como su disposición transitoria. 

VOTO PARTICULAR (Cachón Villar y Casas Baamonde): Se centra la dis-
crepancia en que el art. 2.1 de la L 11/1993 no hace sino regular un moti-
vo de casación que constituye una necesaria especialidad procesal derivada 
del derecho sustantivo de Galicia, lo que se considera plenamente constitu-
cional. La norma de autos es respetuosa con el principio de que debe tener 
por objeto una norma específica del derecho propio, resultanto ajena a la 
tacha de reiteración que se le imputa. El precepto gallego procede a con-
cretar el ámbito de la regulación procesal propia por su conexión con el al-
cance del ordenamiento jurídico civil de Galicia. Por todo ello, la previsión 
normativa del art. 2.1 constituye una especilidad procesal necesaria trayen-
do causa en conexión directa del Derecho sustantivo de Galicia, por lo que 
se debía asimismo declarar la conformidad constitucional de este art. 2.1 de 
la Ley 11/1993. 

(Conde Martín de Hijas, al que se adhiere García Calvo y Montiel): La so-
la existencia de un derecho sustantivo propio no es suficiente para el ejer-
cicio normativo realizado de los aspectos procesales, diferenciados de los 
estatales comunes. La precisa determinación de las particularidades no se 
ha producido, así como tampoco de la necesidad de conexión entre la 
norma sustantiva y la procesal, pretendida. El recurso de casación obede-
ce a consideraciones estrictamente de naturaleza procesal, dándose una 
existencia lógica muy extensa entre el derecho sustantivo y la institución 
procesal. Ante esa innecesariedad se considera que la regulación propia 
del recurso de casación no se atiene al diseño de distribución constitucio-
nal de competencias y debería haber sido declara inconstitucional la nor-
ma que lo consagra. 

2. Sentencia 48/2004, de 25 de marzo (BOE de 23 de abril). Ponente: García 
Manzano (Cuestiones de inconstitucionalidad acumuladas). 

Preceptos constitucionales: 142; 149.1.16; 157. 

otros: 

Objeto: Art. 12 de la Ley 5/1987, de 4 de abril, del Parlamento de Cataluña, de 
régimen provisional de las competencias de las Diputaciones provinciales, en 
relación con la DA primera de la Ley 15/1990, de 9 de julio, del Parlamento 
de Cataluña de ordenación sanitaria y en relación con el art. Único de la Ley 
26/1991, de 13 de diciembre, del Parlamento de Cataluña, de transferencias 
de competencias de las Diputaciones provinciales a la Generalidad de Catalu-
ña y a los Consejos comarcales en materia de servicios y asistencia social. 

Materias: Haciendas Locales. Medidas tributarias de las CCAA. Bases y coordi-
nación general de la sanidad. 

Se trata de determinar si la transferencia forzosa de recursos en los térmi-
nos de la Ley 5/1987, contraviene preceptos básicos de la Ley estatal, esta-
bleciendo como premisa de partida que el presupuesto de hecho del pre-
cepto autonómico cuestionado es diferente del que se contiene en las nor-
mas básicas estatales invocadas. El precepto catalán supone el traspaso de 
servicios como consecuencia de la modificación de las competencias pro-
vinciales, o lo que es lo mismo, la transferencia plena de las competencias 
provinciales en materia sanitaria, mientras que la DT primera de la Ley sa-
nitaria estatal se refiere a supuestos de adscripción funcional de centros, es-
tablecimientos y servicios sanitarios de las Corporaciones Locales a la Co-
munidad Autónoma. Es claro, por tanto, que las transferencias en el ámbi-
to de la Comunidad Autónoma catalana trae su origen del art. 12 de la Ley 
5/1987, que establece un régimen específico, a diferencia de lo que acon-
tece con otras que tienen su causa en la DT primera de la LGS. De ahí que 
se sostenga por el TC que la aportación económica impuesta a las Diputa-
ciones provinciales no vulnera la regla competencial del 149.1.16; en este 
contexto se pasa a analizar el contenido del controvertido art. 12 de la Ley 
catalana 5/1987. Su presupuesto de hecho contempla el traspaso de com-
petencias a la Generalidad desde las corporaciones provinciales de compe-
tencias que se venían desarrollando por éstas en virtud de lo dispuesto en la 
LBRL. Para su financiación el artículo controvertido establece un recurso 
que se determina en función de un porcentaje de participación en los in-
gresos de las provincias; no siendo inconveniente precisar que no obstante 
el acuerdo existente, la citada transferencias de recursos se lleva a efecto con 
independencia de la voluntad de las provincias. Este recurso se constituye 
en un instrumento financiero ordinario con vocación de permanencia y tie-
ne como finalidad la financiación de gastos públicos, exactamente, la de los 
servicios traspasados. Desde la perspectiva de las diputaciones provinciales, 
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al tiempo, supondrá la existencia de este medio financiero, la detracción de 
un recurso de sus presupuestos para financiar unos servicios públicos que 
han dejado de ser de su titularidad. Comenzará el análisis del problema así 
planteado recordando la posición del Tribunal acerca de los principios de 
suficiencia financiera y autonomía local. Ya la STC 32/1981 determinó que 
los arts. 137 y 141 contienen una inequívoca garantía de la autonomía pro-
vincial al constituir una entidad local que goza de autonomía para la gestión 
de sus intreses; por su parte así se consagra, además, en el art. 5.4 EAC. Por 
su parte esa autonomía en la vertiente financiera supone la existencia de me-
dios suficientes para el desempeño de las funciones atribuidas por las leyes, 
suficiencia que no significa la garantía de la existencia de esos medios pro-
pios sino la suficiencia de los medios (STC 96/1990; 179/1985;166/1998). Será 
el principio de suficiencia de ingresos y no el de autonomía financiera el 
que garantiza la CE en relación con las haciendas locales, suficiencia de me-
dios, como presupuesto indispensable para posibilitar la consecución efectiva de 
la autonomía constitucionalmente garantizada (STC 96/1990; 237/1992; 
104/2000; 331/1993; 171/1996;). De otra parte, se recuerda cómo asimis-
mo las haciendas locales se financian mediante su participación en los in-
gresos de las Comunidades Autónomas; será al Estado a quien incumbe en 
última instancia hacer efectivo el principio de suficiencia financiera de las 
haciendas locales. Dicho esto, es evidente que la autonomía de estos entes 
no se agota con la suficiencia de sus haciendas; como ya se dijo en la STC 
109/198, la CE asimismo garantiza la autonomía en la vertiente del gasto en-
tendiendo por tal la capacidad genérica de determinar y ordenar, bajo la propia res-
ponsabilidad, los gastos necesarios para el ejercicio de las competencias referidas (en 
el mismo sentido la STC 104/2000). Esta faceta de la autonomía viene ca-
racterizada por la plena disponibilidad de las Corporaciones Locales de sus in-
gresos y por la capacidad de decisión acerca del destino de sus fondos, tam-
bién sin condicionamientos indebidos. Esa plena disponibilidad y ausencia 
de restricción no puede sino entenderse en los márgenes del cumplimiento 
de sus funciones y competencias dentro de los límites establecidos en el bloque de 
la constitucionalidad (STC 109/1998). Desde esta perspectiva de la jurispru-
dencia constitucional, se pasa a analizar el problema suscitado que no es 
otro que determinar si el precepto autonómico controvertido vulnera el art. 
142 CE en relación con el 137. En el precepto controvertido se contempla 
la transferencia de la titularidad de determinados servicios que venían sien-
do desarrollados por estas corporaciones, así como una detracción de fon-
dos destinados a su financiación. Esta detracción forzosa de fondos, así co-
mo la previsión de que anualmente se lleve a cabo de forma actualizada su-
pone condicionar indirectamente la capacidad de estas corporaciones de 
decidir libremente sobre el destino de sus recursos. Desde esta perspectiva 
supone gravar las arcas de estas corporaciones para la financiación de servi-
cios que han dejado de ser de su competencia, lo que supone desconocer la 
exigencia constitucional de que el gasto de los entes locales sea destinado a 
financiar el desempeño de sus funciones y competencias, vulnerándose así 

su autonomía en su vertiente financiera. Se considera que esa detracción fi-
nanciera impuesta por la Generalidad a los entes locales limita indebida-
mente la suficiencia financiera de las haciendas provinciales. Desde otra 
perspectiva se cuestiona así mismo si la participación en ingresos provincia-
les puede ser considerada un recurso o ingreso de la Comunidad Autónoma 
de los que se mencnionan en los arts. 157 CE y 4 LOFCA. Se considera que, 
con independencia del carácter abierto o cerrado de la lista de medios fi-
nancieros que allí se encuentra consagrada, el problema debe ser afrontado 
desde la perspectiva de si es constitucionalmente adecuada la imposición 
por la Comunidad Autónoma de forma unilateral de una transferencia de 
recursos de una corporación local, sin que la misma expresamente sea habi-
litada por norma alguna del bloque de la constitucionalidad. Se considera 
que tal respaldo no se encuentra ni en el art. 157 CE, ni en el 4 LOFCA y, ni 
siquiera, en el 44 EAC. Se concluye negativamente y se considera que al es-
tablecer dicha inespecífica o atípica fuente de financiación autonómica se 
menoscaba la autonomía de los entes locales conculcándose por ello el art. 
142 CE. No se considera argumento suficiente en contra un cierto carácter 
convencional de esta detracción, sobre todo teniendo en cuenta que ya ha 
sido declarado que la autonomía y las propias competencias son indisponibles tan-
to para el Estado como para las Comunidades Autónomas (STC 13/1992). Tam-
poco cabe aducir que la asunción de competencias y su atribución a entes 
dependientes directamente de la Comunidad Autónoma suponga sin más la 
posibilidad de acudir a una medio de financiación que menoscaba los prin-
cipios de autonomía y suficiencia de estos entes locales, sin que el argumen-
to de que han dejado de prestar ese servicio sea suficiente para legitimar ese 
modo de proceder. Se declara la inconstitucionalidad del precepto. 

VOTO PARTICULAR (Pérez Vera al que se adhiere Casas Baamonde): Se 
disiente tanto del fallo como de los FFJJ que lo sustentan. Se debería haber 
declarado conforme con la CE el precepto cuestionado. La solución no se 
atiene a las consideraciones que ya se hicieron en relación con el alcance y 
significado del principio de autonomía financiera, señaladamente en mate-
ria de gasto en la STC 109/1998. En aplicación de la doctrina expuesta en 
su FJ 10 y 11 hay que decir que la suficiencia financiera no se vería afectada 
por la norma cuestionada, en tanto que se transfiere sólo la fuente específi-
ca de financiación correspondiente a la competencia asumida. Debió tener-
se en cuenta, además, la especificación de los criterios objetivos de determi-
nación de los medios financieros transferidos, suficientemente explicitados 
en la norma cuestionada, lo que no hace la Sentencia de la que se disiente. 
En la medida en que el porcentaje de participación fijado equivale al coste 
efectivo de los servicios transferidos, la disposición uestionada resulta con-
forme con el diseño constitucional derivable del art. 142 CE. Se disiente tam-
bién de la Sentencia al considerar que el art. 12 cuestionado responde a los 
designios de la normativa básica, ajustándose así a la legislación básica esta-
tal y no vulnerando tampoco, desde esta perspectiva, el art. 142 CE. 
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3. Sentencia 77/2004, de 29 de abril (BOE de 28 de mayo). Ponente: Vives An-
tón (Conflicto de competencia). 

Preceptos constitucionales: 149.1.131. 

otros: 

Objeto: OM de Comercio y Turismo de 6 de febrero de 1996, por la que se re-
gula la concesión de ayudas a las actividades relacionadas en los programas 
generales del plan marco de modernización del comercio interior. 

Materias: Planificación económica: competencia sobre subvenciones. 

Parte el TC de su doctrina general, afirmando la necesidad de la gestión des-
centralizada de las subvenciones en las materias sobre las que incide un tí-
tulo estatal genérico como es la ordenación general de la economía. Se vuelve a 
traer a colación la conocida STC 13/1992, a tenor de la cual el Estado pue-
de consignar en sus presupuestos generales partidas para dotar las subven-
ciones, especificando genéricamente su destino, regulando asimismo las 
condiciones esenciales para su otorgamiento, as debiendo territorializar los 
recursos entre las Comunidades a fin de que éstas pudieran realizar las co-
rrespondientes convocatorias, amén de las funciones precisas para la ges-
tión, control administrativo y concesión de ayudas. La Orden no ha proce-
dido así. La gestión centralizada de subvenciones en sectores atribuidos a la 
competencia autonómica constituye una contradicción contra la propia ló-
gica del sistema que requiere evitar en la medida de lo posible la duplica-
ción de servicios y órganos administrativos (STC 187/1988; 13/1992). La re-
tención de las funciones de gestión en materia subvencional vacían de con-
tenido las competencias autonómicas exclusivas asumidas por las CCAA en 
las materias específicas. El TC parte de estos argumentos para tratar de di-
lucidar si puede entenderse incluida en la competencia estatal exclusiva de 
bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica 
la potestad de dictar normas sobre las subvenciones en materias atribuidas 
en exclusiva por el EAC a la Comunidad Autónoma. Como ya se dijo en la 
STC 126/2002 no existe una competencia subvencional diferenciada resultante de 
la potestad financiera del Estado, es decir, [éste] no dispone de un poder general pa-
ra subvenciones entendido como poder libre o desvinculado del orden competencial 
(STC 13/1992). Para dilucidar estas cuestiones, por tanto, necesariamente 
habrá que acudir la distribución de competencias existente en la que pro-
ceda encuadrar la subvención de que se trate. A tenor de la doctrina del TC 
la regla competencial contenida en el art. 149.1.13; bajo la misma encuen-
tran cobijo tanto las normas estatales que fijen las líneas directrices y los cri-
terios globales de ordenación de un sector concreto, como las previsiones 
de acciones o medidas singulares que sean necesarias para alcanzar los fines 

propuestos dentro de la ordenación de cada sector (STC 95/1986; 
213/1994), sin que dicha competencia estatal pueda extenderse hasta in-
cluir cualquier acción de naturaleza económica si no posee una incidencia 
directa y significativa sobre la actividad económica general (SSTC 
125/1984; 76/1991; 186/1988; 133/1997), pues de otro modo se vaciaría de 
contenido una materia y untítulo competencial más específico (112/1995; 
21/1999; 95/2002). Será evidente que el Estado retiene ciertas capacidades 
en aspectos sectoriales de la economía que, no obstante, pudieran ser de la 
competencia exclusiva de las CCAA. Las facultades de supervisión que se le 
atribuyen no pueden suponer una desfiguración del reparto competencial 
ni el equilibrio entre los diferentes sujetos constitucionales en presencia, sin 
que el reparto de facultades pueda anular las competencias atribuidas al 
otro. Se vuelve a recordar la doctrina de la STC 13/1992, en cuyo funda-
mento jurídico 82  se identifican diversos supuestos en cuanto a la delimita-
ción competencial en el ejercicio de la potestad subvencional de gasto. En 
el caso específico, se trata de aquél que se produce cuando el Estado osten-
ta un título competencial genérico de intervención que se superpone a la 
competencia de las CCAA sobre una específica materia. En estos supuestos 
el Estado puede consignar subvenciones de fomento en sus presupuestos, 
especificando su destino y regulando sus condiciones esenciales de otorga-
miento hasta donde lo permita una competencia genérica, básica o de co-
ordinación, mas, en todo caso, dejando un margen a las CCAA de manera 
que no pueden consignarse a favor de un órgano de la Administración del 
Estado. Se trata de partidas que, en todo caso, deben ser territorializadas, 
mediante normas que fijen criterios objetivos de reparto o mediante conve-
nios de colaboración ajustados a los principios constitucionales y al orden 
de distribución de competencias. A estos criterios deberá ajustarse el ejerci-
cio de la política subvencional en esta materia de comercio interior en la 
que convive la exclusiva competencia de la CCAA y las competencias gené-
ricas del Estado en materia de ordenación de la economía. Entrando en el 
análisis específico de la disposición controvertida el TC comienza por el art. 
3.1 de la OM. En el mismo se aprecia una vulneración del orden compe-
tencial en la medida en que en el mismo se señalando solo la convocatoria 
de las ayudas, sino sus objetivos, suponiendo éstas el acto de gestión más im-
portante. La gestión de estos fondos corresponde siempre a la Comunidad 
Autónoma. Por lo que se refiere al apartado 3.3, es doctrina del TC que la 
exigencia de un ámbito supraautonómico no puede suponer que se aparte 
a una CCAA de las tareas de la administración de la subvención; las institu-
ciones autonómicas deben siempre concurrir con las estatales en la gestión 
de las ayudas. Por ello ese precepto también contraviene el orden constitu-
cional de competencias. En relación con el 4.2, se incide en el mismo de-
fecto señalado al precepto anteriormente analizado, por cuanto la atribu-
ción de competencia al Estado en virtud de la exigencia de ámbito supra-
autonómico ha de ser considerada contraria al orden constitucional de 
competencias. Por lo que se refiere al art. 5.1 OM, supone centralizar la eva- 
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luación en una instancia estatal primando, además, a los concursantes que 
tengan ese ámbito. Ninguna de las dos opciones puede considerarse cohe-
rente con un orden competencial en el que concurren el Estado y las CCAA, 
al suponer la negación a éstas de toda participación en la gestión de las ayu-
das. Por lo que concierne al precepto 62.1, 2 y 3 se reitera la preterición de 
la competencia autonómica, al suponer el monopolio del ejercicio de esa 
competencia por la Administración Central. El 7-9  supone sostener la exclu-
sividad en materia de ordenación de pagos de la Administración Central, lo 
que, de nuevo, es contrario al orden competencial, en los términos ya rei-
terados. También supone marginación de la competencia autonómica el 
art. 92  tanto en la gestión como en el control de las subvenciones, supone 
asimismo vulneración del equilibrio competencial. Por último, en relación 
con la disposición 111, se aprecia vulneración en la medida en que los artí-
culos allí mencionados de la LGP (81 y 82) son sólo de aplicación a las sub-
venciones que corresponda gestionar al Estado, lo que no debiera ser el ca-
so de los programas de ayudas allí contemplados. 

4. Sentencia 98/2004, de 25 de mayo (BOE de 10 de junio). Ponente: Jiménez 
de Parga y Cabrera (Recurso de inconstitucionalidad). 

Preceptos constitucionales: 149.1.14, 149.1.164  y 149.1.174. 
otros: 

Objeto: Art. 51 y DA 254  de la Ley del Parlamento de Canarias 5/1996, de 27 de 
diciembre, de PGCAC para 1997. 

Materias: Principio de igualdad: condiciones básicas. Bases y coordinación ge-
neral de la Sanidad. Seguridad social: precios de referencia en especialidades 
farmacéuticas. 

No se entra en el análisis de la citada DA 254, en atención a su expresa de-
rogación, lo que ha motivado la pérdida sobrevenida del recurso en relación 
con esta disposición. En relación con el art. 51, se cuestiona la vulneración 
de los títulos 149.1.1., 149.1.16 y 149.1.17 relativos a la fijación de las condi-
ciones básicas del ejercicio de los derechos constitucionales, a la legislación 
sobre productos farmacéuticos y a la legislación básica y régimen económi-
co de la SS, respectivamente. Por su parte, acerca de la DA 254, se sostiene 
que invade la competencia exclusiva en materia de bases del régimen esta-
tutario de los funcionarios públicos. Por lo que se refiere a la primera de las 
cuestiones suscitadas, la norma canaria no regula el medicamento sino en la 
medida en que lo contempla en su dimensión de prestación sanitaria del sis-
tema de salud; tiene por objeto la regulación de uno de los aspectos funda-
mentales del acceso a la prestación farmacéutica en términos de igualdad, 
que no es otro sino el de la financiación selectiva de los medicamentos me- 

diante la fijación de precios de referencia de las especialidades equivalentes. No 
se admite, tampoco, que la controversia pueda ser encuadrada en el título 
relativo al régimen económico de la SS, siendo el marco conceptual y com-
petencial específico aplicable el de la sanidad. La prestación farmacéutica se 
configura así, como una de las medidas que tiene por objeto y finalidad la 
de garantizar la protección de la salud de los ciudadanos, siendo ésta a la 
que se refiere el precepto controvertido, al regular unos de los aspectos que 
garantizan su acceso a través de la financiación pública selectiva del medi-
camento. No obstante, el precepto impugnado no se circunscribe a la asis-
tencia sanitaria, dispensada por el sistema de SS a favor de sus beneficiarios 
sino, más ampliamente, a la financiación pública de una prestación sanita-
ria proporcionada por el Sistema Nacional de Salud con carácter universa-
lista a todos los ciudadanos. La norma canaria no afecta al régimen econó-
mico de la SS, lo que se prueba en atención al nuevo régimen de financia-
ción de las prestaciones sanitarias, integrado en el sistema general de fi-
nanciación autonómica junto al resto de las partidas presupuestarias. La 
prestación farmacéutica es una responsabilidad financiera de las CCAA de 
conformidad con los acuerdos de transferencia en el actual sistema de fi-
nanciación autonómica, como lo prueban las Leyes 16/2003 y 21/2001, por 
lo que la cuestión debatida debe ser encuadrada en el ámbito material co-
rrespondiente a la sanidad (art. 149.1.16 CE), contiendo en seguida analizar 
las competencias del Estado y de las CCAA, sobre la señalada materia. El tí-
tulo competencial de referencia atribuye al Estado la de sanidad exterior y la 
de bases y coordinación general de la sanidad; corresponderá a la Comunidad 
Autónoma el desarrollo legislativo y ejecución en materia de sanidad e hi-
giene, y tras la reforma del Estatuto de Autonomía para Canarias, la de co-
ordinación hospitalaria. En aplicación del art. 33.3 EACan corresponde a es-
te CCAA la competencia de ejecución en la materia de gestión de las pres-
taciones sanitarias y sociales del sistema de SS y de los servicios del Instituto 
Nacional de Salud, el de los Servicios Sociales y el Social de la Marina. La re-
ferencia a la competencia estatal que se encuentra realizada en el art. 
149.1.16 ha de entenderse referido a la sanidad interior, como ya se dijo en 
la STC 32/1983. Por lo que se refiere al concepto de bases, debe entender-
se los principios normativos generales que informan u ordenan una deter-
minada materia; será lo básico, lo esencial, nuclear o imprescindible de una 
materia, en aras de una mínima unidad de posiciones jurídicas que delimi-
tan lo que es competencia estatal y, al tiempo, el punto de partida y fronte-
ra a partir del que puede ejercer la CCAA la competencia asumida en el blo-
que de la constitucionalidad. Desde esta perspectiva, el establecimiento de 
una prestación farmacéutica y su financiación pública constituyen un crite-
rio básico en materia de sanidad, en la medida en que satisface las exigen-
cias formales y materiales de la legislación básica. Por tanto es al Estado a 
quien corresponde su regulación, garantizándose así una uniformidad mí-
nima en las condiciones de acceso a los medicamentos, con independencia 
del lugar de residencia y en evitación de que se produzcan factores de desi- 
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gualdad en la protección del derecho a la salud, mas nada impide que este 
mínimo homogéneo o nivel de suficiencia no pueda ser susceptible de me-
jora, en este caso por parte de la titular de las competencias complementarias, 
titular que no es otra que la CCAA, es decir, en virtud de sus competencias 
sustantivas y de su autonomía financiera. Siendo una de las prestaciones, co-
mo ya se dejó establecido, el medicamento, el acceso al mismo en condicio-
nes de igualdad exige presupone necesariamente una regulación uniforme 
mínima y de vigencia en todo el territorio español estableciéndose un siste-
ma de precios de referencia. A la luz de esta doctrina, el precepto impug-
nado admite dos interpretaciones, mas como una de ellas es conforme con 
la CE al entender que la facultad que atribuye al Gobierno canario lo es só-
lo para fijar los precios de referencia, respetándose siempre los mínimos es-
tablecidos por la norma básica estatal, se entiende que el precepto contro-
vertido no vulnera el art. 149.1.16 en lo relativo a las bases y la coordinación 
general de la sanidad. 

VOTO PARTICULAR (Conde Martín de Hijas al que se adhieren Jiménez 
Sánchez y Delgado Barrios): Se disiente del fallo de la Sentencia, al consi-
derarse que la fijación de los precios de referencia corresponde al Estado. 
Se disiente de los FFJJ 72  ss., en relación con el primero, porque no se com-
parte el concepto de uniformidad mínima en las condiciones de acceso al 
medicamento, disentimiento esencial porque de ese concepto se derivará la 
pretendida interpretación conforme a que se llega en la decisión de la ma-
yoría. Es opinión del disidente que lo básico tiene una propia identidad no 
cuantificable, al ser elemento común no susceptible de mejora y será en su 
opinión, inaceptablemente manipulativo hablar de igualdad básica y pres-
tación mejorada. En coherencia con este concepto de lo básico se disiente, 
asimismo, del ámbito y alcance de la interpretación confrome que se atri-
buye al precepto cuestionado en la Sentencia. 

(Rodríguez-Zapata Pérez al que se adhiere García-Calvo y Montiel): Se di-
siente del fallo de la Sentencia, así como del FJ 92  que la sustenta. La norma 
autonómica toca indefectiblemente un aspecto básico de la sanidad. La CE 
exige del Estado que preserve la existencia de un sistema sanitario nacional 
con una regulación uniforme mínima y de vigencia en todo el territorio es-
pañol. El art. 149.1.1 CE no ha atribuido al Estado la fijación de los dere-
chos y libertades constitucionales, sino sólo el establecimiento de las que 
puedan considerarse como las condiciones básicas que garanticen la igual-
dad en su ejercicio; esa condiciones básicas hacen referencia al referencia al 
contenido primario del derecho, a las posiciones jurídicas fundamentales 
imprescindibles o necesarias para garantizar una igualdad básica. Igualdad 
básica que exige un mínimo común denominador cuya regulación es com-
petencia del Estado (SSTC 82/1986; 37/1987; 52/1988; 154/1988; 
75/1990; 86/1990; 149/1991; 156/1995; 61/1997). La fijación de los pre-
cios de referencia de las especialidades farmacéuticas no es sólo el mínimo 

común denominador exigible en todo el territorio español sino una condi-
ción básica para todos los ciudadanos en el ejercicio de un derecho consti-
tucional, como es el derecho a la protección de la salud. El Fallo debió de-
clarar la inconstitucionalidad del precepto canario controvertido, en la me-
dida en que atribuye al Gobierno autonómico la competencia para regular 
gradualmente y por grupos de medicamentos los precios de referencia de 
las especialidades farmacéuticas en el ámbito del Servicio Sanitario de Sa-
lud. La discrepancia fundamental se centra en discutir que el punto de par-
tida del FJ 8, a tenor del cual caben dos interpretaciones del precepto con-
trovertido, no es cierta, por cuanto tampoco lo es que la CAC pueda fijar 
precios de referencia de las diversas especialidades farmacéuticas, constitu-
yendo éste la cuantía máxima que se financiará de las presentaciones de es-
pecialidades farmacéuticas, siempre que se prescriban y dispensen a través 
de receta médica oficial. La interpretación conforme realizada por la mayo-
ría, en este caso, pone en peligro la seguridad jurídica y, además, permite 
interpretar la norma aceptando la posibilidad de que el Gobierno canario 
fije precios de referencia sin respetar los mínimos establecidos por la norma 
básica. Es opinión del disidente que con la interpretación conforme reali-
zada se han traspasado los límites propios de la función del Tribunal al ha-
cerle decir a la ley lo que el legislador no quiso decir. 

B. Corporaciones Locales. 

A.1. Autonomía 

1. Sentencia 51/2004, de 13 de abril (BOE de 18 de mayo). Ponente: Gay Mon-
talvo (Cuestiones de inconstitucionalidad acumuladas). 

Preceptos constitucionales: 82.5; 137 y 140. 

otros: 

Objeto: DT octava del TR de la legislación vigente en Cataluña en materia ur-
banística, aprobado por DL 1/1990, de 12 de julio. 

Materias: Ámbito normativo de la delegación legislativa. Organización territo-
rial del Estado. Autonomía municipal. 

Comienza el examen de las cuestiones planteadas determinando si ha incu-
rrido en exceso en el ejercicio de la delegación legislativa el precepto de cu-
ya legitimidad constitucional se plantean dudas al atribuir a la Comisión de 
urbanismo de Barcelona competencias de iniciativa en la modificación del 
Plan general metropolitano tanto en el supuesto de que la modificación 
afecte a un término municipal o a una comarca, como en los demás su- 
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puestos. El art. 33.1 EAC regula la delegación legislativa en términos idénti-
cos a como se hace en los arts. 82, 83 y 84 CE. En aplicación del citado pre-
cepto estatutario se aprobó la Ley 12/1990 autorizando la refundición de 
los textos legales vigentes en Cataluña en materia urbanística. Entre las nor-
mas refundidas en el Decreto Legislativo, reencuentra la Ley 7/1987, así co-
mo la 12/1990; en el segundo inciso de la DT octava del DL 1/1990 se dis-
ponía que si la modificación del plan afecta a elementos con una incidencia 
territorial limitada a un término municipal o a una comarca, la iniciativa co-
rresponderá también al ente local interesado. El texto catalán discrepaba 
del castellano, por cuanto incluía el adverbio també, ello suponía una dis-
crepancia que es objeto de una de las cuestiones de constitucionalidad sus-
citadas, en la medida en que en el texto castellano parece que la iniciativa 
para la modificación del Plan que afecte a elementos con una incidencia te-
rritorial limitada a un término municipal o a una comarca correspóndela 
ente local interesado además de a la Comisión de Urbanismo de Barcelona. 
Es patente que la regulación de la DT primera, apartado 3, de la Ley 
7/1987 atribuyó la competencia de iniciativa para la modificación del Plan 
general metropolitano, en el supuesto en que dicha modificación tuviera 
una incidencia territorial limitada a un término municipal o a una comar-
ca, exclusivamente a los entes locales interesados, sin referencia alguna a 
ningún órgano de la Comunidad Autónoma; teniendo en cuenta, además, 
que el texto legal se inspiraba en el principio de devolución de competencias a 
los municipios afectados por el D-1 5/1974. Esta consideración permite al TC 
considerar que mientras el también expresaba un añadido objetivo de com-
petencias a los únicos sujetos locales, en el texto legal resultante, al intro-
ducirse un nuevo sujeto —la Comisión de urbanismo de Barcelona— el ad-
verbio resulta un añadido subjetivo a los titulares de la competencia. Cual-
quier duda sobre el exceso de refundición se desvanece, según el TC, desde 
la perspectiva del principio teleológico que inspira la norma centrado en la 
devolución de competencia a los entes locales. Parece evidente, por tanto, 
que la competencia de iniciativa para la modificación del Plan general me-
tropolitano había sido asignada al municipio o a la comarca interesados, 
siempre que se produjera una incidencia territorial limitada a un término 
municipal o a una comarca. La inclusión del adverbio també en el DL 1/1990 
constituye un exceso en el ejercicio de la delegación legislativa, limitándose 
esta apreciación del efecto ultra vires exclusivamente al inciso mencionado 
en la medida en que añade a la competencia municipal de iniciativa la de la 
Comisión de Urbanismo de Barcelona cuando la modificación del Plan 
afecte a una incidencia territorial limitada a un término municipal. La com-
petencia de iniciativa de la Comisión de urbanismo de Barcelona para la 
modificación del Plan general metropolitano encuentra apoyo en la cláusu-
la residual de competencias a la Administración de la Generalidad en rela-
ción con las demás competencias de planeamiento, por lo que el inciso pri-
mero del precepto cuestionado no excede, por el contrario, de los límites 
de la delegación legislativa. Planteada así la cuestión formal suscitada; pasa 

el TC a cuestionar el precepto desde la perspectiva de las exigencias de la 
autonomía local garantizada constitucionalmente a los municipios. (arts. 
137 y 140 CE). Se parte de la doctrina de la STC 159/2001, a tenor de la cual 
la Generalidad está facultada para regular de diversas maneras la actividad 
urbanística otorgando a los entes locales una mayor o menor presencia en 
los distintos ámbitos en los que tradicionalmente se divide el urbanismo, 
siempre que sea respetado un núcleo mínimo identificable de facultades, 
competencias y atribuciones, haciendo que dichos entes locales sean reco-
nocibles como una instancia de toma de decisiones autónoma e individua-
lizada. Desde esta perspectiva la autonomía local se traduce en una garantía 
institucional de los elementos esenciales o del núcleo primario del autogo-
bierno, núcleo que necesariamente debe ser respetado por el legislador. Es-
te tiene vedada toda regulación de la capacidad decisoria de los entes loca-
les respecto de las materias de su interés situado por debajo de ese umbral 
mínimo que les garantiza su participación efectiva en los asuntos que les ata-
ñen. A tenor del TC, la misma doctrina cabe aplicar en los supuestos de las 
modificaciones del Plan general que afecten a intereses supralocales. La 
participación prevista de los entes locales cubre de modo suficiente estas 
exigencias. No cabe llegar a la misma conclusión en el supuesto del segun-
do inciso de la norma cuestionada, cuando atribuye la competencia de ini-
ciativa de forma concurrente al municipio y a la Comisión de Urbanismo de 
Barcelona en los supuestos en los que la modificación del Plan afecte a ele-
mentos con una incidencia territorial limitada a un término municipal. Se 
refiere, por tanto, el presupuesto de la norma a las modificaciones en que 
estén sólo implicados intereses estrictamente locales; en estos supuestos no 
es posible aceptar que la competencia de iniciativa atribuida a un órgano au-
tonómico sea compatible con la garantía constitucional de la autonomía 
municipal. La atribución concurrencial de la competencia en este caso en 
que no están afectados intereses supralocales carece por completo de justi-
ficación y es incompatible con la autonomía municipal constitucionalmen-
te protegida. Cuando la modificación, por el contrario, afecte a intereses su-
pralocales, justifica o es razón suficiente para la atribución a la Administración 
autonómica de la iniciativa para modificar el Plan cuando afecte a elemen-
tos con trascendencia supralocal. 

VOTO PARTICULAR (García Manzano al que se adhieren Conde Martín 
de Hijas y Casas Baamonde): Se considera que la refundición llevada a ca-
bo no extralimitó el objeto normativo de la delegación, como se ha sosteni-
do en la Sentencia de la que se disiente. Se disiente del carácter episódico 
o casuístico a que conduce la interpretación de la Sentencia, porque en opi-
nión del disidente sólo debe atenderse a si la modificación afecta exclusiva-
mente al orden local o supralocal para entender que haya vulneración del 
principio de autonomía, lo que al no hacerlo así la Sentencia conlleva a los 
defectos apuntados. A similar disentimiento se llega cuando se considera 
que se ha vulnerado el principio de autonomía en relación con la posibili- 
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dad de que la iniciativa en la configuración de los planes que afecten direc-
ta o indirectamente a un concreto municipio incluido dentro del denomi-
nado Plan General Metropolitano de Ordenación Urbana de la Entidad Municipal 
Metropolitana de Barcelona no se considere única iniciativa del ente local, si-
no que en la misma pueda producirse la colaboración del ente menciona-
do, en la medida, además, en qe indefectiblemente se ven implicadas com-
petencias supramunicipales, como ya sostuvo la STC 159/2001. 

Tribunal Supremo (*) 

I. ACTO ADMINISTRATIVO 

CONTENIDO IMPOSIBLE 

La imposibilidad ha de ser de carácter material o física y además originaria. 

"Tampoco concurre la causa de nulidad prevista en el artículo 62.1 g) de la 
Ley 30/1992 (porque, como señaló el Acuerdo del Consejo de Ministros re-
currido, recogiendo lo que dice sobre el particular el informe del Consejo 
de Estado, el artículo 6.3 del Código Civil no es aplicable a los actos admi-
nistrativos ya que existe una regulación específica de su nulidad, ahora en 
la Ley 30/1992, antes en la Ley de Procedimiento Administrativo. Aduce el 
Consejo de Estado en apoyo de este criterio, y las recoge también el Conse-
jo de Ministros en el Acuerdo de 7 de junio, de 2002, las Sentencias de esta 
Sala de 3 de octubre de 1994 (recurso 2852/1992) y de 9 de julio de 1996 
(casación 1011/1992), las cuales a su vez aluden a otras anteriores. 
Apunta el Sr. Alfredo que tal doctrina no puede conducir en este caso a la 
negación de la existencia de la causa de nulidad que invoca porque las Sen-
tencias citadas se pronunciaron en relación con la Ley de Procedimiento 
Administrativo. En cambio, en su caso era la Ley 30/1992 la que regía la ac- 

(*) Subsección preparada por JOSÉ I.LÓPEZ GONZÁLEZ. 

Tribunal Supremo y Tribunal Superior 
de Justicia de Andalucía 
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